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AL SENADO DE PUERTO RICO
La Comisión de Derechos Humanos y Asuntos Laborales del Senado de Puerto Rico (en adelante “Comisión”), recomienda la aprobación del P. del S. 578, con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que se acompaña. 
ALCANCE DE LA MEDIDA
El Proyecto del Senado 578 tiene como propósito enmendar la Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, según enmendada, mejor conocida como la “Ley Sobre Despidos Injustificados”; y la Ley Núm. 100 de 30 de junio de 1959, según enmendada, conocida como “Ley contra el Discrimen en el Empleo” para establecer una causa de acción sobre el despido injustificado por uso autorizado de cannabis medicinal.

ALCANCE DEL INFORME
Esta Comisión solicitó Memoriales Explicativos para atender la presente medida al Departamento del Trabajo y Recursos Humanos, al Departamento de Salud, al Departamento de Justicia, a la Fundación Free Juana, a la Junta Reglamentadora del Cannabis Medicinal del Departamento de Salud, al Colegio de Abogados y Abogadas de Puerto Rico, a Miembros de la Industria del Cannabis (MiCam), y a la Lcda. María Marchand Sánchez. Contando con la mayoría de los comentarios solicitados, la Comisión suscribiente se encuentra en posición de realizar su análisis respecto al Proyecto del Senado 578. 
INTRODUCCIÓN

La Exposición de Motivos del P. del S. 578, expresa que, a pesar de la aprobación del uso medicinal del cannabis, Ley Núm. 42-2017, mejor conocida como la “Ley para Manejar el Estudio, Desarrollo e Investigación del Cannabis para la Innovación, Normas Aplicables y Límites (“Ley MEDICINAL”) en la misma no se contemplaron, en ese momento, protecciones legales en el área laboral para aquellos(as) pacientes autorizados(as) para el uso de este. La Exposición además plantea que, posteriormente, la referida disposición fue enmendada por la Ley Núm. 15–2021, con el propósito de establecer estas salvaguardas a aquellos(as) pacientes en sus espacios laborales y prohibir el discrimen contra un(a) paciente de cannabis medicinal en el proceso de reclutamiento, contratación, nombramiento, terminación o la imposición de cualquier condición de penalización en el empleo. 
Sin embargo, en la medida se aclara que la enmienda realizada por la Ley Núm. 15-2021, supra, nada dispone sobre la causa de acción a seguir en caso de que un patrono incurra en una violación a las disposiciones de dicha ley, ni los remedios a los cuales el empleado o empleada tiene derecho. Los derechos y las protecciones laborales necesitan contar con mecanismos y procedimientos para su validación. 
A la luz de esta realidad, el P. del S. 578 propone incluir en las categorías protegidas por la Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, según enmendada, mejor conocida como la “Ley Sobre Despidos Injustificados”; y la Ley Núm. 100 de 30 de junio de 1959, según enmendada, conocida como “Ley contra el Discrimen en el Empleo”, a las personas autorizadas con licencia del Estado para el consumo del cannabis medicinal para, mediante las salvaguardas ya reconocidas en estas leyes, proveerles herramientas para reivindicar sus derechos.
RESUMEN DE MEMORIALES EXPLICATIVOS
A. DEPARTAMENTO DE JUSTICIA

El Departamento de Justicia favorece el P. del S. 578, ya que fortalecería la protección jurídica laboral de los empleados y empleadas que reciben tratamiento con cannabis medicinal y aclararía las normas establecidas por la Ley Núm. 42-2017, mejor conocido como “Ley para Manejar el Estudio, Desarrollo e Investigación del Cannabis para la Innovación, Normas Aplicables y Límites” (en adelante “Ley de Cannabis Medicinal”). 
El Departamento de Justicia expresa en su Memorial Explicativo que el Artículo 8(a) de la “Ley de Cannabis Medicinal” establece que los(as) pacientes autorizados(as) para el uso del cannabis medicinal no estarán sujetas a sanciones penales del Gobierno de Puerto Rico, u ordenanzas de cualquier autoridad gubernamental de Puerto Rico. Añade que la Ley Núm. 15-2021, enmendó las disposiciones de la “Ley de Cannabis Medicinal” para aclarar las protecciones de empleo para pacientes registrados(as) y autorizados(as) de cannabis medicinal. La referida regulación establece el ser paciente registrado(a) y autorizado(a) de Cannabis Medicinal como una categoría protegida para propósitos de las leyes protectoras en el empleo. Expresa que, por esta razón, ningún patrono podrá discriminar contra una persona empleada por utilizar cannabis medicinal de forma autorizada, ya sea en el proceso de reclutamiento, contratación, nombramiento, terminación o la imposición de cualquier condición de penalización en el empleo.
Sin embargo, el Departamento de Justicia plantea que la discrepancia entre el ordenamiento jurídico estatal y federal en torno al uso de cannabis medicinal ha provocado controversias laborales.  Ante esta situación, reconoce que las enmiendas propuestas en el P. del S. 578 a la “Ley de Cannabis Medicinal” le atribuirían consecuencias jurídicas y los mecanismos contenidos en las leyes protectoras del trabajo, a aquellos patronos que violenten las prohibiciones de dicho estatuto.  
B. DEPARTAMENTO DE SALUD- JUNTA REGLAMENTADORA DEL CANNABIS MEDICINAL

El Departamento de Salud, luego de consultar con la Junta Reglamentadora del Cannabis Medicinal, endosa el P. del S. 578 y sugiere las siguientes enmiendas adicionales para fortalecer la intención legislativa:

1. Enmienda adicional a la Sección 1 del Artículo II de la Ley 80 del 30 de mayo de 1979, según enmendada, mejor conocida como la “Ley sobre Despido Injustificado”, para añadir la frase “por ser pacientes” en lugar de la frase “por el uso”;
2. Incluir que se debe enmendar la reglamentación vigente adoptada en virtud de la Ley 80 del 30 de mayo de 1979, según enmendada, mejor conocida como la “Ley sobre Despido Injustificado”;

3. Incluir enmienda a los Artículos 1A, 2, 2ª y 3 de la Ley Núm. 100 de 30 de junio de 1959, según enmendada, conocida como “Ley contra el Discrimen en el Empleo” para incorporar la frase “por ser paciente bonafide de cannabis medicinal” y

4.  Enmendar el Artículo 6 de la Ley Núm. 100 de 30 de junio de 1959, según enmendada, conocida como “Ley contra el Discrimen en el Empleo”, para incorporar la definición de paciente del Reglamento Núm. 9038, mejor conocido como el “Reglamento para Manejar el Estudio, Desarrollo e Investigación del Cannabis para la Innovación, Normas Aplicables y Limites”.
 Entienden que las protecciones que se le brinden a las personas empleadas deben ser herramientas claras que provean dirección, tanto a estas como a los patronos, ante la realidad de tener entre las personas empleadas alguna que sea paciente debidamente registrado(a) y autorizado(a) para utilizar el cannabis medicinal. 
C. Departamento del Trabajo y Recursos Humanos

El Departamento del Trabajo y Recursos Humanos (en adelante “DTRH”), planteó que la Ley Núm. 15-2021, la cual enmendó la Ley Núm. 42-2017, incluyó un nuevo Artículo 24 y estableció garantías claras para las personas empleadas y candidatas a empleo que sean pacientes autorizados(as) a utilizar cannabis medicinal. El DTRH expone en su memorial que, si se toman acciones adversas contra un(a) empleado(a) o candidato(a) a empleo del sector privado en violación a las disposiciones la Ley Núm. 42-2017, según enmendada, dicha persona tiene actualmente una causa acción por discrimen en el empleo de conformidad con los remedios y procedimientos establecidos en la Ley Núm. 100 de 30 de junio de 1959, según enmendada, supra, y la Ley Núm.  80 de 30 de mayo de 1976, según enmendada, supra. 
Por otro lado, el DTRH enfatiza que, si se toman acciones adversas contra una persona empleada o candidata a empleo del sector público en violación a estas disposiciones, esta tiene a su disposición una causa acción por discrimen en el empleo de conformidad con los remedios y procedimientos ante la Comisión Apelativa del Servicio Público, sin menoscabo de los derechos de los(as) servidores públicos de recurrir directamente al Tribunal de Primera Instancia para el reclamo de daños y perjuicios. A su entender, sería inoperante incluir en la Ley Núm. 80, supra, que no será justa causa para el despido aquella basada en que el empleado o empleada es paciente autorizado(a) de cannabis medicinal, pues más allá de ser injustificado, dicho despido sería discriminatorio sujeto a los remedios de la Ley Núm. 100, supra y no de la Ley Núm. 80, supra. Por estas razones, el DTRH no apoya el P. del S. 578.

D. Colegio de abogados y abogadas de puerto rico 

El Colegio de Abogados y Abogadas de Puerto Rico (en adelante, “CAAPR”) endosa el P. del S. 578 porque entienden que le brinda mayor protección a los empleados y empleadas medicamente autorizados o autorizadas para el consumo de cannabis medicinal, garantizando una indemnización en caso de que sean despedidas injustificadamente por uso del cannabis para sus condiciones de salud. En su Memorial, el CAAPR plantea que a pesar de que la Ley Núm. 15-2021 enmendó la Ley Núm. 42-2017 conocida como la “Ley para Manejar el Estudio, Desarrollo e Investigación del Cannabis para la Innovación, Normas Aplicables y Límites, (Ley Medicinal) y el Reglamento Núm. 9038, para proteger a los empleados y empleadas de ser penalizados(as) por recibir un tratamiento médico de cannabis medicinal, esta no provee una causa de acción contra el patrono por el despido injustificado o discriminatorio. 
En la opinión del CAAPR, el P. del S. 578 llena la referida laguna jurídica al establecer las protecciones legales relevantes tanto en la Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, según enmendada, y la Ley Núm. 100 de 30 de junio de 1959, según enmendada.
E.   FUNDACIóN FREE JUANA

La Fundación Free Juana es una organización sin fines de lucro y de base comunitaria dedicada a educar sobre los beneficios y promover el uso responsable del cannabis. La Lcda. Shadiff M. Repullo, Presidenta de la Fundación Free Juana, apoya la aprobación del P. del S. 578 ya que entiende necesario atemperar nuestras leyes y reglamentos a los cambios y avances sociales de nuestra jurisdicción. Plantean que en el caso de una persona empleada que usa el cannabis sin ser paciente, lo que debe establecerse es una orientación y evaluación de riesgos porque no se puede despedir a una persona por tener un problema de salud o por ser paciente, por no tener los recursos para tramitar una licencia. Además, plantean que las protecciones de la Ley de Cannabis Medicinal deben ser accesibles a las personas en programas de desvío y/o probatoria, madres y padres en casos de custodia, y a las personas privadas de su libertad. 
ANÁLISIS
En Puerto Rico, la libertad de contratación de las personas jurídicas está supeditada a que lo pactado entre las partes no sea contrario a las leyes, a la moral, ni al orden público. Artículo 1232 del Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA Sección 9753. En el caso Mun. de Ponce v. A. C. et al., 153 DPR 1 (2000), el Tribunal Supremo de Puerto Rico reiteró que las partes tienen libertad para contratar, a menos que exista “algún principio de derecho constitucional, estatutario o de política pública que se lo impida”. 
El Artículo 3 de la Ley Núm. 42-2017, conocida como la “Ley para Manejar el Estudio, Desarrollo e Investigación del Cannabis para la Innovación, Normas Aplicables y Límites” y mejor conocida como “Ley Medicinal” establece:
Es política pública del Gobierno de Puerto Rico proveer un marco regulatorio que permita una alternativa de tratamiento a personas con ciertas condiciones médicas. Es importante resaltar el rol de la investigación y el desarrollo, así como la integración de la Academia, organizaciones relacionadas y el sector privado en los estudios científicos. 

Puerto Rico no puede cerrar la puerta al desarrollo de estudios científicos de investigación, tratamiento y medicamentos. La interacción entre la investigación, consideraciones salubristas con controles rigurosos y claros del Estado para viabilizar el estudio, desarrollo y tratamiento con cannabis, son punta de lanza de esta política pública. 
Además, el Artículo 8(a) de la Ley Núm. 42-2017, establece:
El cannabis estará clasificado en la Clasificación II de la Ley Núm. 4 de 23 de junio de 1971, según enmendada, conocida como “Ley de Sustancias Controladas”. Las personas que cumplan con todos los requisitos y actúen dentro del marco que provee esta Ley y los reglamentos que se promulguen conforme a la misma, no estarán sujetas a sanciones penales del Gobierno de Puerto Rico u ordenanzas de cualquier autoridad gubernamental de Puerto Rico. Si alguna persona actúa fuera del marco de esta Ley y los reglamentos que se promulguen a tenor con la misma, responderá criminalmente conforme a las leyes penales aplicables y estará expuesto a cualquier sanción civil y administrativa aplicable.
Por su parte, la Ley Núm. 15-2021 le añadió un nuevo Artículo 24 a la Ley Núm. 42-2017, para que lea como sigue:

Artículo 24.-Protecciones de empleo para pacientes registrados(as) y autorizados(as) de cannabis medicinal 

(A)  Salvo por las limitaciones de este Artículo, los y las pacientes registrados(as) y autorizados(as) que así se identifiquen ante un patrono serán considerados(as) como una categoría protegida para propósito de las leyes de protección en el empleo y ningún patrono podrá discriminar contra una persona que sea un(a) paciente registrado(a) y autorizado(a) para utilizar cannabis medicinal ya sea en el proceso de reclutamiento, contratación, nombramiento, terminación o la imposición de cualquier condición de penalización en el empleo. 

(B)
Ningún patrono será penalizado o se le negará algún contrato, licencia, permiso, certificación, beneficios o fondos bajo las leyes del Estado Libre Asociado de Puerto Rico por la única razón de emplear pacientes registrados(as) y autorizados(as) a utilizar cannabis medicinal bajo la presente ley.

(C) Las protecciones del inciso (A) de este Artículo no cobijarán a un(a) paciente registrado(a) y autorizado(a) de cannabis medicinal cuando el patrono logra establecer, por preponderancia de la prueba, cualquiera de las siguientes condiciones:

1. La utilización de cannabis medicinal representa una amenaza real de daño o peligro para las personas o propiedad; o 
2. La utilización de cannabis medicinal por el o la paciente    registrado(a) y autorizado(a) interfiere con su desempeño y funciones esenciales de trabajo; o

3.
La utilización de cannabis medicinal por el o la paciente registrado(a) y autorizado(a) expone al patrono a la pérdida de alguna licencia, permiso o certificación relacionada con alguna ley, reglamentación, programa o fondo federal; o

4.
El o la paciente registrado(a) y autorizado(a) ingiera o posea cannabis medicinal en su lugar de trabajo y/o durante horas laborales sin autorización por escrito del patrono. 

(D) Las protecciones de este Artículo deberán ser interpretadas liberalmente en favor del o el paciente registrado(a) y autorizado(a).
Incluso, el Artículo 3(c) de la Ley para reglamentar las pruebas para la detección de sustancias controladas en el sector laboral privado, Ley Núm. 59-1997, 29 L.P.R.A. Sección 16(c) se define droga o sustancia controlada como:

[A]quellas incluidas en las Clasificaciones I y II del Artículo 202 de la Ley Núm. 4 de 23 de junio de 1971, según enmendada, conocida como “Ley de Sustancias Controladas de Puerto Rico”, o cualquier otra legislación del Estado Libre Asociado de Puerto Rico o de los Estados Unidos de América, exceptuando el uso de sustancias controladas por prescripción médica u otro uso autorizado por ley. 

Al ser paciente bonafide, una persona utiliza el cannabis para un autorizado  en ley, por lo que esta debería estar exenta de una acción adversa del patrono por arrojar positivo a cannabis en una prueba de detección de sustancias controladas.
La existencia de este andamiaje jurídico es el fundamento central del DTRH para oponerse al P. del S. 578 al afirmar que, en la actualidad, un(a) empleado(a) o candidato(a) a empleo está protegido(a) contra acciones adversas en violación a las disposiciones la Ley Núm. 42-2017. Sin embargo, el Tribunal Supremo de Puerto Rico, en Pellot Arce v. Infosys BPM Limited Corp., 2023 T.S.P.R. 41, se negó a revisar una determinación judicial en donde se estableció que la la Ley Núm. 42-2017 no protege a una persona de ser discriminada en el empleo por ser paciente bonafide de cannabis medicinal. En su Opinión Disidente para el citado caso, el Juez Asociado Luis F. Estrella Martínez expresó:

De entrada, debo aclarar de qué no trata esta controversia: 

este caso no se trata de una empleada a quien se le denegó ser contratada por ser una adicta que abusa ilegalmente de una droga o sustancia controlada. En cambio, de lo que trata este caso es de un patrono que se negó a contratar a una empleada por razón de que esta, en virtud de la Ley para manejar el estado, desarrollo e investigación del cannabis para la innovación, normas aplicables y límites, infra, utiliza cannabis medicinal como parte de su tratamiento para combatir el dolor provocado por el cáncer de mama.

Esta controversia requería que dilucidáramos la validez de una cláusula contractual que sujeta cierta oferta de empleo a un resultado negativo a cannabis en una prueba de detección de sustancias controladas. Ello conllevaba necesariamente que balanceáramos adecuadamente los intereses entre el candidato a empleo y el patrono, en consideración a la política pública imperante en Puerto Rico que reconoce el cannabis medicinal como un tratamiento efectivo para determinadas condiciones médicas debilitantes, tal y como lo es el cáncer.

Sin embargo, al este Tribunal rehusarse a atender este Recurso no se reconoce la clara política pública del Gobierno de Puerto Rico que promueve el uso de cannabis medicinal como un tratamiento legítimo en aras de propiciar un mejor bienestar para los pacientes. Lo que es peor, se valida que un candidato a empleo sea penalizado por tratar su condición con cannabis medicinal, a pesar de que la propia Ley para reglamentar las pruebas para la detección de sustancias controladas en el sector laboral privado, infra, exceptúa de su identificación tal sustancia por esta tener un uso autorizado en ley. Id. 
Mas adelante en su Opinión Disidente, el Juez Asociado Estrella Martínez sostuvo que el razonamiento de las cortes de menor jerarquía validado por el Tribunal Supremo en el caso de Pellot Arce v. Infosys BPM Limited Corp., Id., tiene el efecto de privar a la ciudadanía de la clara política pública contenida en la Ley Medicinal que promueve ‘una injusticia y la estigmatización de determinados pacientes médicos que conforman la clase trabajadora en Puerto Rico”. El Juez Asociado Estrella Martínez finaliza su Opinión Disidente concluyendo:

No albergamos duda alguna de que uno de los propósitos de la Ley Medicinal es promover el uso del cannabis medicinal como un tratamiento para ciertas condiciones médicas. Bajo ese marco, correspondía que determináramos que esta política pública no puede quedar limitada por motivos exógenos a los postulados del Derecho, de modo que se permita que un patrono sujete a un candidato a empleo o empleado a que este último obtenga un resultado negativo en la detección de un medicamento cuyo uso favorece el propio Gobierno.

Toda vez que se ignoraron estos postulados y, con ello, se perpetúa el que un candidato a empleo o empleado-paciente de cannabis medicinal no atienda sus condiciones de salud de conformidad con la recomendación de su médico por miedo a no ser contratado o a sufrir alguna represalia en su trabajo, disiento.


Basta una lectura somera de las determinaciones tomadas por los distintos tribunales en el caso Pellot Arce v. Infosys BPM Limited Corp., Id., para dejar clara la patente necesidad que existe de proveer herramientas para hacer valer la política pública del Estado Libre Asociado de Puerto Rico  para el uso del cannabis medicinal como un tratamiento médico legítimo. El propio Departamento de Justicia, agencia perita en asuntos de derecho, en su análisis del Proyecto del Senado 578 expresó que, a pesar del marco jurídico existente, las personas pacientes de cannabis medicinal aún carecen de una causa de acción laboral que les proteja de discrimen o un despido injustificado. Por esta razón, la Comisión informante entiende urgente la necesidad de extenderle explícitamente las protecciones de la Ley Núm. 100 de 30 de junio de 1959, según enmendada, y la Ley Núm.  80 de 30 de mayo de 1976, según enmendada, a los y las pacientes bonafides de cannabis medicinal. 
IMPACTO FISCAL MUNICIPAL
En cumplimiento con el Artículo 1.007 de la Ley Núm.107-2020, según enmendada, conocida como “Código Municipal de Puerto Rico”, la Comisión de Derechos Humanos y Asuntos Laborales del Senado de Puerto Rico no solicitó comentarios al Centro de Recaudaciones de Ingresos Municipales (CRIM) ni a la Oficina de Gerencia Municipal, toda vez que el Proyecto del Senado 578 no impone una obligación económica en el presupuesto de los gobiernos municipales. 
CONCLUSIÓN

El uso autorizado del cannabis medicinal es una disposición que enfrenta directamente el derecho estatal con el derecho federal. A pesar de que su uso medicinal autorizado es reconocido en el ordenamiento jurídico de Puerto Rico, el cannabis continúa siendo una sustancia incluida en la Clasificación I del Controlled Substances Act (CSA) por lo que no se le reconoce ningún uso médico a la misma a nivel federal. Esta discrepancia entre el derecho federal y el derecho estatal ha provocado que personas trabajadoras que hacen uso del cannabis medicinal según autorizado por la legislación estatal, sean despedidas de sus empleos al amparo de legislación federal, debido a resultados positivos en exámenes toxicológicos que reflejan su uso.

Con la Ley Núm. 42-2017, supra, se estableció como política pública en Puerto Rico proteger a los empleados y empleadas de ser penalizados(as) por aprovechar un tratamiento médico que puede ser la mejor o única forma de alivio disponible para sus respectivas condiciones. Esto, en aras de proteger la seguridad pública y establecer un balance entre los derechos constitucionales de los y las pacientes a su dignidad, vida e intimidad, por un lado, y el derecho del patrono al disfrute de la propiedad privada, la presente ley prohíbe a cualquier patrono discriminar contra un(a) paciente de cannabis medicinal en el proceso de reclutamiento, contratación, nombramiento, terminación o la imposición de cualquier condición de penalización en el empleo. Sin embargo, una ley carente de mecanismos para hacer valer sus disposiciones es una ley inoperante. La reciente decisión del Tribunal Supremo de Puerto Rico en Pellot Arce v. Infosys BPM Limited Corp., 2023 T.S.P.R. 41, sostuvo un análisis jurídico basado en la premisa de que la Ley Núm. 42-2017, mejor conocida como la “Ley para Manejar el Estudio, Desarrollo e Investigación del Cannabis para la Innovación, Normas Aplicables y Límites (“Ley MEDICINAL”) no provee protección contra discrimen en el empleo para los y las pacientes bonafides de cannabis medicinal, dejando en evidencia la necesidad planteada por el P. de la S. 578. La mayoría de las agencias consultadas, incluyendo el Departamento de Justicia, destacaron la necesidad de corregir esta ausencia jurídica utilizando los mecanismos ya disponibles para las personas trabajadoras en casos de discrimen y despido injustificado. 
La Asamblea Legislativa de Puerto Rico está comprometida con la protección de los derechos de los trabajadores y trabajadoras pacientes de cannabis medicinal, por lo que entendiende necesario brindar uniformidad a las salvaguardas ya reconocidas en la política pública del estado, y de esta forma, proveerle las herramientas necesarias para reivindicar sus derechos.
POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Derechos Humanos y Asuntos Laborales del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración, recomienda la aprobación del Proyecto del Senado 578, con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que se acompaña.

Respetuosamente sometido, 
Hon. Ana I. Rivera Lassén
Presidenta
Comisión de Derechos Humanos y Asuntos Laborales
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